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La Plata, 13 de marzo de 2017
VISTO el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Nº 13834 del Defensor del Pueblo y el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, el Expediente N° 13649/16, y
CONSIDERANDO
Que se inician estas actuaciones a consecuencia de la solicitud formulada por el Senador de la Provincia de Buenos Aires, Dr. Hernán Albisu, quien requiere la intervención del Defensor del Pueblo, con la finalidad que interceda ante las empresas distribuidoras de energía eléctrica que operan dentro de ámbito territorial de la Provincia de Buenos Aires, a efectos de garantizar a todos los pacientes electro dependientes, como así también a todas aquellas personas que tengan movilidad reducida el suministro constante e ininterrumpido del fluido eléctrico;
Que asimismo, solicita que las empresas distribuidoras brinden la información necesaria, tendiente a que los usuarios que padecen las dolencias referidas conozcan con certeza el lugar donde deben efectuar sus reclamos, con la finalidad que en forma inmediata se les provea un equipo generador que supla las falencias que pudieran presentarse en el servicio;
Que cabe destacar que no se han recibido por parte de ciudadanos que revistan las condiciones descriptas, quejas relativas a la situación mencionada, pero es de público conocimiento que en época estival se producen reiterados y muchas veces prolongados cortes en el suministro, ya sea programados o no. 

Que analizando la petición del denunciante, desde la óptica del derecho administrativo, se advierte que se encuentran comprometidos dos de los elementos que caracterizan a los servicios públicos: la continuidad, que exige que el servicio no puede interrumpirse, ni paralizarse ya que se ha establecido en beneficio de toda la comunidad (Diez, Manuel María. “Tratado de Derecho Administrativo”. Ed. Plus Ultra. Buenos Aires. 1979. T. 3. Pág. 356). Por su parte, la continuidad contribuye a la eficiencia de la prestación pues sólo así esta será oportuna (Marienhoff, Miguel S. “Tratado de Derecho Administrativo”. Ed. Abeledo Perrot. Bs. As. 1975. T. II Pág. 64) y la regularidad, que consiste en que el servicio se preste correctamente y de conformidad con la reglamentación en vigencia (Marienhoff, Miguel S. Óp. cit., T. II Pág. 75);
Que desde la perspectiva de los derechos humanos, la cuestión resulta ser mucho más delicada por encontrase comprometido el derecho a la salud integral garantizado en el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículos 10.1 y 10.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, denominado “Protocolo de San Salvador” y artículo XI la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, todos ellos con rango constitucional a partir de la reforma de 1994 (Conf. art. 75, inciso 22) de la Constitución Nacional, y (Art.11) de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; como así también el derecho a la vida que constituye la condición esencial, innata, propia, inherente a la persona humana y, en consecuencia necesariamente imprescindible para el ejercicio de los demás derechos, garantizado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, art. 4-1), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 6º), la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 3), y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art. I), todos ellos también incorporados al artículo 75, inciso 22) de la Constitución Nacional, y (Art.11) de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires;
Que por otra parte, dentro de los denominados “derechos de tercera generación” propios del constitucionalismo post-industrial, se encuentra el derecho a la debida información y su correlativo deber impuesto al proveedor;

Que en ocasión de la reforma constitucional de 1994, se consagró en el artículo 42 el derecho de los usuarios y consumidores el que involucra, entre otras cosas, el derecho a una información adecuada y veraz;
Que haciendo operativo este precepto constitucional, la Ley Nº 24.240 contiene varios artículos vinculados a este derecho, el art. 4º referido a la necesidad de una información veraz, en tanto que los arts. 5º y 6º regulan aspectos relativos a la protección de la salud e integridad física de los usuarios;

Que el citado artículo 4º de la Ley Nº 24.240 (Texto según Ley Nº 26361), establece que: “El proveedor está obligado a suministrar al consumidor en forma cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización. La información debe ser siempre gratuita para el consumidor y proporcionada con claridad necesaria que permita su comprensión”;

Que asimismo, el artículo 25 de la Ley Nº 24.240, garantiza en forma expresa el derecho de información a los usuarios de servicios públicos domiciliarios;

Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “El Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes…”, como así también que “…Supervisa la eficacia de los servicios públicos que tenga a su cargo la Provincia o sus empresas concesionarias…”;
Que en atención a lo antedicho, las empresas que brindan el servicio público de distribución de energía eléctrica en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, a saber: Empresa Distribuidora Sur Sociedad Anónima (EDESUR S.A.), Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte Sociedad Anónima (EDENOR S.A.), Empresa Distribuidora de Energía La Plata Sociedad Anónima (EDELAP S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Atlántica S.A. (EDEA S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A. (EDEN S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Sur S.A. (EDES S.A.) y las cooperativas que efectúan este servicio, deberán arbitrar las medidas que fueren menester, tendientes a garantizar a los pacientes electro dependientes, como así también a todas aquellas personas que tengan movilidad reducida, la provisión constante e ininterrumpida del fluido eléctrico;
Que asimismo, deberán suministrar la información necesaria a fin de dar certeza, tanto al modo como al lugar en que deben efectuarse los reclamos;
Que por último, corresponde exhortar al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (E.N.R.E.) y al Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (OCEBA), a verificar el adecuado cumplimiento de lo recomendado en los considerandos precedentes, por parte de las empresas y cooperativas distribuidoras de energía eléctrica bajo su jurisdicción;

Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto administrativo;
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR a las empresas que brindan el servicio público de distribución de energía eléctrica en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, a saber: Empresa Distribuidora Sur Sociedad Anónima (EDESUR S.A.), Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte Sociedad Anónima (EDENOR S.A.), Empresa Distribuidora de Energía La Plata Sociedad Anónima (EDELAP S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Atlántica S.A. (EDEA S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Norte S.A. (EDEN S.A.), Empresa Distribuidora de Energía Sur S.A. (EDES S.A.) y las cooperativas que efectúan este servicio, adoptar las siguientes medidas:
a) Actualizar el Registro de electro dependientes, a efectos de tener perfectamente individualizados los usuarios que revisten tal condición, dentro del área de concesión de cada una de las prestatarias;
b) Habilitar canales rápidos y ágiles de comunicación, que permitan a los usuarios electro dependientes contactarse en forma directa con personal de la firma concesionaria, facultado para ordenar de inmediato a la cuadrilla a hacerse presente en el lugar;
c) Para el caso de cortes programados, con carácter previo a la materialización del mismo, comunicar esta circunstancia al usuario electro dependiente y adoptar las medidas que los acontecimientos aconsejen de acuerdo a las particularidades de cada caso, tales como cambio de fase, provisión de equipo electrógeno, etc.;
d) Arbitrar todas aquellas medidas tendientes a garantizar a los clientes incluidos en el Registro de electro dependientes la continuidad del servicio público, en caso de interrupción en el suministro de energía eléctrica.
ARTÍCULO 2º: EXHORTAR al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (E.N.R.E.) y al Organismo de Control de Energía Eléctrica de la Provincia de Buenos Aires (OCEBA), verifiquen el adecuado cumplimiento de lo recomendado en el artículo 1º, por parte de las empresas y cooperativas distribuidoras de energía eléctrica bajo su jurisdicción.
ARTÍCULO 3º: Registrar. Comunicar. Notificar y oportunamente, archivar.
RESOLUCION Nº 29/17
